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Señor Presidente:

La Delegación de Colombia quiere agradecer a usted la presentación de este proyecto de calendario para las actividades que ha de realizar este Grupo de Trabajo en el presente período, y desea aprovechar la ocasión para hacer algunas consideraciones generales sobre las dinámicas propuestas para adelantar en la elaboración y adopción de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas

Señor presidente:

Como es de su conocimiento 30 millones de hectáreas del territorio de Colombia son en la actualidad Resguardos Indígenas. Unos 750.000 indígenas, es decir alrededor del 1.5% de la población colombiana, habitan y pueden regular su vida según sus usos y costumbres en una tercera parte del territorio nacional.

Colombia es un país pluriétnico y multicultural.

A partir de la Constitución de 1991 el Estado reconoce a las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas. Los territorios indígenas están gobernados por consejos establecidos de acuerdo con la tradición de cada una de las 82 etnias. Los pueblos indígenas poseen autonomía para diseñar y promover su desarrollo económico y social, de acuerdo con sus costumbres y necesidades.

El Estado colombiano reconoce la justicia especial indígena. Las autoridades tradicionales ejercen jurisdicción dentro de sus ámbitos territoriales de conformidad con sus propias normas y procedimientos, con la única limitante del ordenamiento constitucional y los convenios internacionales de los cuales mi país es parte.

A partir de 1991 en Colombia se viene desarrollando el precepto constitucional de la etnoeducación, que más allá del simple bilingüismo, vincula a  las comunidades en el diseño de los contenidos y las metodologías.

Las tierras de resguardo son inalienables e imprescriptibles.

Los resguardos participan de los recursos de transferencia de los ingresos corrientes de la nación.

El congreso de la república cuenta con una circunscripción especial indígena que les otorga el derecho a elegir dos senadores.

Los indígenas están exentos de prestar servicio militar. 

Colombia es signatario del convenio 169 de la OIT desde 1991.

Desde 1998 contamos con un Decreto mediante el cual se reglamenta la consulta previa con las comunidades indígenas para la explotación de los recursos naturales dentro de su territorio.

La Constitución Nacional reconoce la ciudadanía por adopción a los miembros de los pueblos indígenas que comparten territorio fronterizo, con aplicación del principio de reciprocidad.

Por supuesto sabemos y reconocemos que nuestros indígenas encaran día a día dificultades, grandes dificultades. Pero el grado de complejidad de éstas, así como sus causas, no difiere en mucho del que debemos afrontar todos los colombianos.

No voy a decir que Colombia cuenta con una de las legislaciones más adelantada en el hemisferio en materia de pueblos indígenas, porque podría parecer antipático. Pero sí que somos plenamente conscientes del nivel de desarrollo que hemos alcanzado en la materia.

No se trata pues de que nos opongamos al proceso de consulta sobre la Declaración con los representantes de los pueblos indígenas. ¿Cómo podríamos buscar restringir en la Declaración Americana el nivel de disfrute de unos derechos que ya la constitución y las leyes de Colombia les otorgan a nuestras comunidades?

Muy por el contrario, apoyamos decididamente los procesos de consultas internas y la realización de las sesiones especiales con representantes de los pueblos indígenas, y estamos dispuestos a continuar participando en estos procesos conscientes de la valiosa experiencia que mi país puede aportar en la materia.

Lo que nos preocupa es el retardo en llevar a buen término una iniciativa de la Asamblea General que data del año 1989. 

Cabe recordar que la CIDH, órgano sobre el cual recayó la solicitud original, celebró dos rondas de consultas con gobierno, organizaciones indígenas y expertos antes de presentar el actual proyecto en 1997 y que, posteriormente, se han realizado dos sesiones especiales en las que los representantes de los pueblos indígenas han revisado, discutido y propuesto textos alternativos a los primeros 17 artículos del proyecto. Restando por revisar 4 artículos si descontamos la sección de Provisiones Generales, o 10 si la incluimos.

Señor Presidente: El ejercicio realizado por las Delegaciones el año pasado en el seno de este Grupo de Trabajo fue de gran utilidad. Si bien no se trató de una negociación en firme, la revisión que hicimos de parte del articulado nos permitió identificar problemas específicos sobre los cuales es preciso focalizar nuestro trabajo y advertir la posibilidad de consensos en buena parte del proyecto. El ejercicio incluyó propuestas de algunas delegaciones tendientes a adoptar textos alternativos presentados por representantes de los pueblos indígenas, cuya redacción resulta aceptable para los Estados y ofrecen mayor precisión y un tono más adecuado para tratar los temas de los que se ocupan.

Nos preocupa que no haya negociación este año y que aun la revisión informal por los Estados de los artículos faltantes sea sustituida por un ejercicio académico.

No creemos necesario que se detenga la negociación del proyecto de Declaración hasta que se agoten los procesos de consulta. Creemos que estos pueden ser procesos simultáneos y complementarios.

 Dos argumentos hemos escuchado en este foro en favor de no adelantar en la negociación de la declaración:

El primero, según el cual no es posible que los Estados negociemos a no ser en el seno de las sesiones especiales con representantes de los pueblos indígenas. Dicho argumento fue discutido en su momento en este grupo de trabajo y consideramos constituye un malentendido ya completamente superado.

El segundo, según el cual resulta conveniente ajustar nuestro ritmo al proceso que sobre la materia se adelanta actualmente en Ginebra. Dicho argumento no nos resulta convincente. Muy por el contrario, la lógica nos indica que en pocos casos como éste resulta adecuada la precedencia de consensos regionales al  tratamiento global del tema. Las realidades históricas y sociales de relacionamiento de las comunidades indígenas con los Estados del hemisferio podrían, en un ejercicio de abstracción, ser contenidas en 3 o 4 grandes modelos. La consideración del tema en un nivel global debe considerar un tan maravilloso como múltiple y abigarrado mosaico de realidades.

Pero aún más. ¿Por qué los países de nuestro hemisferio habrían de renunciar a la posibilidad de encarar la negociación en el marco de las Naciones Unidas con una base firme como la que podría proporcionarnos la Declaración Americana? Estamos seguros que su adopción nos permitiría ampliar nuestra capacidad de negociación y en últimas lograr que el texto que se acuerde en Ginebra responda mejor a nuestras realidades y necesidades.

La Delegación de Colombia se encuentra en disposición de continuar trabajando activamente y de manera propositiva en este Grupo de Trabajo, sea cual sea la decisión que se adopte sobre su agenda. Queremos, sí,  dejar estas consideraciones con el objeto de que, más allá de las tareas inmediatas que nos impongamos para el corto plazo, adelantemos también una reflexión sobre el futuro de la Declaración, los tiempos y las acciones que debemos trazarnos con el objeto de llevar a cabo una tarea para la cual, consideramos, ya estamos maduros.

Muchas Gracias.
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